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Estado de Derecho: el juego entre sociedad política y civil en clave de calidad institucional en la Argentina democrática 
· Introducción:
El objetivo de este trabajo consiste en vincular políticamente al Estado de Derecho, la democracia, la eficacia de las políticas públicas y la calidad democrática. Nuestra hipótesis plantea que el Estado de Derecho es quien impone los límites al poder ante una sociedad civil que tiene como finalidad el cumplimiento de sus derechos y libertades en una comunidad democrática. Sin embargo, se puede observar que es aún la eficacia de las políticas públicas la que en realidad sigue generando confianza, traducida en legitimidad, en las instituciones en países con una corta e intermitente cultura política democrática. Esto se constituiría en una paradoja ya que, en sociedades donde aún no se ha logrado la definitiva autonomización normativa de la democracia, siguen siendo las políticas públicas eficaces las que cosechan la confianza suficiente como para asegurar la gobernabilidad, alejándose del ideal democrático que vincularía en una sola vía al Estado de Derecho y a la calidad de las instituciones democráticas. Esto entraña aún una amenaza al posible desprestigio de la democracia en manos de la eficacia.

Para el tratamiento de nuestra hipótesis consideraremos las principales características de los distintos componentes de nuestra propuesta –Estado de Derecho, su relación con la democracia, calidad de la democracia, eficacia y confianza en las instituciones- para relacionarlos analíticamente en la comprobación de nuestro argumento.
· Antecedentes teòricos:
El surgimiento del Estado de Derecho reconoce su hito en la Gloriosa Revolución de 1688 que impone una ley para todos, terminando así con el planteo absolutista. Este Estado tiene como característica principal el oponer límites al poder público, regulándolo con normas, donde la Constitución es el acuerdo primordial de la sociedad, estableciendo mecanismos contra el ejercicio arbitrario del poder para la protección fundamental de los derechos naturales (Bobbio, 1993). 

Hay un acuerdo bastante general en considerar a Kant como el primero que fundamenta racionalmente el protagonismo del Estado de Derecho (Kant, 1986, 1987, 1989). Sostiene que cuando la sociedad se rige por leyes generales y abstractas, –que todos hubiéramos consentido porque concuerdan con el imperativo categórico- la finalidad de éstas será la protección de los derechos individuales por un poder coactivo limitado por la acción de los ciudadanos, siendo la Constitución la garantía escrita de dicha protección en la que tendrá prevalencia el valor de “la libertad natural de los hombres se caracteriza por la capacidad de dotarse a sí misma de leyes morales y jurídicas que guían de manera recta su conducta práctica” (Rodríguez Zepeda, 2001: 15).

A partir de aquí vemos el encuentro entre liberalismo y republicanismo en cuanto éste último imprime la impronta de la división de poderes y el control ciudadano a la ya consagrada garantía para la protección de las libertades individuales naturales (Pettit, 1999, Naishtat, 2002). Sin embargo Bobbio nos deja claro que la garantía de las libertades propias del advenimiento del Estado liberal desembocó en la doctrina del Estado de Derecho, que ejerce el poder de la ley dentro de los límites de la garantía constitucional de los derechos inviolables del individuo (Bobbio, 2000). “El Estado liberal de Derecho constituye no sólo el supuesto histórico sino también jurídico del Estado democrático” (Ruiz Valerio, 2006: 181). 

El origen de la relación entre liberalismo, Estado de Derecho y democracia reconoce nuevamente en Bobbio un especialista. Él demuestra cómo el liberalismo enarbola el ejercicio de las libertades como precondición y finalidad de la democracia, siendo el Estado de Derecho quien regula la relación (Bobbio, 1993). Por tanto, el tema se va unificando cuando se establece la relación necesaria entre Estado de Derecho y democracia. “Sin Estado de Derecho no existe democracia” (Rodriguez Zepeda, 2001:1). Ciertamente, a través de los distintos autores analizamos la vinculación entre ordenamiento legal, límite a la arbitrariedad del poder, origen y funcionamiento de las instituciones –en el derecho soberano-, prácticas políticas, garantía efectiva e ineludible de las libertades que son anteriores a las leyes (derechos naturales no negociables, Locke, 1979). A su vez hay cláusulas fundamentales como la lucha contra la concentración del poder que pone en peligro las libertades y el principio de la mayoría respetando plenamente a la minoría, donde el “imperativo del disenso” establece a la crítica y a la oposición como principios que, de no ser respetados, derivan en formas de dominación ilegítima (Muguerza, 1989). 

De este modo rescatamos las características generales del Estado de Derecho como: imperio de la ley, separación de poderes, legalidad del gobierno (regulación por la ley y control judicial) y garantía de los derechos y libertades fundamentales (Diaz, 1966). Por tanto, el Estado de Derecho le da sustento a la soberanía popular como formadora del ordenamiento legal, institucionalizando los mecanismos necesarios para proteger los derechos de los individuos con la vista siempre puesta en el límite al poder arbitrario del Estado. 

Finalmente el tema nos llevó al cuestionamiento de la relación de Estado de Derecho y democracia a través del planteo habermasiano sobre lo que él denomina una “unión paradójica” (Habermas, 2001) entre la tradición del Estado liberal y del Estado social que representa al republicanismo. El primero supone a la autonomía privada –libertad negativa- como el republicanismo a la autonomía pública –libertad positiva-. No obstante ambas son tantos fines en sí mismas como medios entre ambas; se encuentran vinculadas una con otra en una relación necesaria y suficiente. La autonomía pública se realiza en la democracia por su principio de igualdad de derechos subjetivos, al mismo tiempo que la protección de la autonomía privada es la que les garantiza la posibilidad de accionar en su autonomía pública. “La interdependencia del Estado de Derecho y de la democracia se hace presente en esta relación intrínseca de la autonomía privada y de la autonomía de los ciudadanos del Estado: cada una de ellas se alimenta de los recursos que representa la otra” (Habermas, 2001: 457).

En segundo término seguimos el rastro de la relación entre Estado de Derecho y calidad de la democracia. Iniciamos nuestra búsqueda a partir de abordar los distintos planteos sobre la calidad democrática, los cuales son muchos y diversos. Igualmente pudimos establecer un núcleo duro sobre la temática: hay un acuerdo en identificar tres aproximaciones conceptuales como son la centralidad en el procedimiento, en el que el planteo de la poliarquía de Dahl establece los requisitos necesarios para considerar a un régimen democrático –universales de procedimiento- (Dahl, 2002); los enfoques normativos ligados a las tradiciones teóricas, como son básicamente la liberal y la republicana y aquel planteo intermedio que toma lo procedimental y lo normativo, planteando la importancia del procedimiento pero adicionando los componentes valorativos como por ejemplo el Estado de Derecho (Barreda, 2011). En cuanto al procedimiento, se analizan las dimensiones del Estado de Derecho, participación, competencia y rendición de cuentas horizontal y vertical; en el aspecto normativo se consideran el cumplimiento de las libertades y los derechos y, finalmente, el protagonismo de los ciudadanos en la respuesta a sus demandas y preferencias (Duhen, 2006), siempre en el marco de los requisitos del Estado de Derecho.

De esta forma pudimos evaluar que es tan básica como fundante la relación de la democracia con el Estado de Derecho aunque, sin el cumplimiento de las demás dimensiones, la democracia quedaría incompleta en su promesa: la vigencia de los derechos de los ciudadanos en cuanto al mayor cumplimiento posible y concreto de los valores de libertad e igualdad, fin último del Estado de Derecho.

Finalmente, en este rápido racconto, abordamos los planteos sobre calidad de la democracia en su relación con el desempeño. A través del trabajo de Duhem (2006), pudimos acceder a la perspectiva desarrollada por Jauregui (1994) en cuanto a los criterios para evaluar la calidad se vinculan con la relación entre legitimidad y eficacia. También aportan al tema Diamond y Plattnen (2001) cuando consideran a la calidad democrática como un indicador de desempeño ligado a las expectativas de los ciudadanos respecto a si son satisfechas sus demandas por parte del gobierno.

Es de esta manera que arribamos a nuestra idea central: la eficacia de las políticas públicas construyen la confianza y la legitimidad que prestan los ciudadanos a las instituciones del régimen democrático, lo que redunda en la gobernabilidad del sistema. Es este el planteo clásico de Lipset (1976) cuando vincula indisolublemente a la eficacia con la legitimidad hacia el régimen democrático; de no desarrollarse la primera a través de políticas públicas exitosas, la legitimidad hacia el régimen se verá disminuida. Más aún, nos adentramos en el planteo de legitimación habermasiano (Habermas, 1995): el Estado librado del sustento clásico de los valores tradicionales se enfrenta continuamente a ser evaluado solamente por la eficacia de sus políticas públicas, portando el peligro de caer en penurias de legitimación originadas en déficits hasta una posible crisis de gobernabilidad. A este respecto aporta Przeworski (1998) considerando a la ineficacia sostenida como la responsable de no alcanzar la autonomización normativa de la democracia. 
· Los primeros años de la Argentina democrática:
La democracia en Argentina, como régimen estable en términos poliárquicos, puede ser analizada en etapas que se corresponden a diferentes momentos que van desde la primera institucionalización hasta su consolidación, la cual coincide paradójicamente con la explosiòn ciudadana de repudio hacia la clase política en la crisis de 2001. 
La primera etapa se corresponde con la presidencia de Raúl Alfonsín (1983-1989), a la denominada “primavera democrática”, en la que se veía renacer el espíritu participativo de una población harta y espantada por tantos años de violencia y autoritarismo.

Fue un tiempo que implicó la institucionalización del país en un clima ideológico que esperaba de la democracia trabajo, salud y prosperidad, además de la concreción de los valores de libertad e igualdad que porta per se. Las expectativas que se jugaron en torno a la democracia fueron muy grandes, en tanto comenzaban a hacerse presentes los primeros síntomas de lo que sería una crisis económica inédita, con un telón de fondo representado por la presencia militar que no se resignaba a abandonar el foro político como opción válida, luego del descubrimiento colectivo del horror que alentó un unísono “nunca más”, aunque persistían en ese momento y lo harían por un tiempo más, restos de comportamientos autoritarios en la cultura política, dificultando el derrotero de la calidad institucional, aún incipiente.

Expectativas y realidad comenzaron a distanciarse; la crisis económica que avanzaba rápidamente junto a un presidente que fue destruyendo sus apoyos con cada uno de los actores estratégicos
 terminó en una salida anticipada del poder y en la finalización de una etapa que se inició signada por la esperanza y finalizó con la puesta en duda del régimen en términos de su efectividad.

La segunda etapa corresponde al decenio presidido por Carlos Menem (1989-1999) que significó, junto al resto de los países latinoaméricanos, el tiempo de los denominados “gobiernos del ajuste” patrocinados por el Consenso de Washington. Menem llegaba al poder con dos tareas primordiales que debía resolver o encauzar con diligencia: terminar con el proceso hiperinflacionario y restablecer los vínculos con los actores estratégicos en un mundo que reclamaba la reestructuración de los Estados y economías nacionales con la impronta de la globalización.

Menem cumplió sobradamente los objetivos. Establece nuevos pactos con cada uno de los actores estratégicos, reestructura el Estado privatizando todas sus empresas y termina con las amenazas inflacionarias por medio de la ley de convertibilidad. De esta manera el país se pondría a nivel para afrontar la nueva etapa de regionalización económica exigida por el Fondo Monetario Internacional, que llegó a felicitar al presidente por el ser el líder del país que había demostrado que se podían hacer las reformas requeridas y “en tiempo récord”.

Este tiempo puso en la agenda varios temas para la discusión política. En el terreno teórico se comenzó a conceptualizar a las nuevas democracias como regímenes “de mínima”, es decir, democracias políticas o electorales que cumplían ciertos requisitos de la poliarquía: elecciones limpias, libertades contextuales y una dimensión intertemporal
. A su vez, esta etapa era dirigida por liderazgos fuertes o neodecisionistas
, los cuales se manejaban a partir de medidas de emergencia a través de decretos, sin consultar a un Congreso cada vez más cuestionado por ser cuna de acuerdos autorreferenciales y con el aditivo de una justicia politizada, categorizando por todo ello a éstos regímenes como “democracias delegativas” (G.O´Donnell, 1997: 287-304).

Todo esto ocurría en torno y por encima de una sociedad civil mayormente apática, que observaba indiferente el fin de la denominada política tradicional y daba la bienvenida a una nueva política que despolitizaba; ésta implicaba el fin de los partidos políticos como asociaciones de masas, cortaba marras con los lazos originales entre representados y representantes, dando lugar a la oligarquización de la sociedad política, auspiciando lisa y llanamente la desaparición del Estado de su rol social. Se proponía, en cambio, la aparición de un Tercer Sector que se ocuparía de lo que el Estado ya no estaba dispuesto a hacer. La consecuencia más notoria se materializó en la sociedad civil: la amenaza del desempleo estructural, fuente de la desigualdad creciente que amenazaba con ahondarse, con la emergencia de la nueva categoría social de la nueva pobreza y de la extensión de la pobreza estructural.

Esta etapa mostró sus flaquezas en las postrimerías del segundo mandato de Menem; el modelo Neoliberal exponía sus efectos negativos en términos de desigualdad, la cual por su raigambre y crecimiento dejó a la luz el flanco más débil de la administración menemista: la corrupción. Es por ello que el gobierno de la Alianza (1999-2001) significaba saldar la cara corrupta del modelo a partir de imprimir “transparencia” en las políticas de gobierno. Sin embargo fue fundamental aclarar enfáticamente por parte de la Alianza para lograr la mayoría de los votos, que no se producirían cambios en la marcha de la convertibilidad, donde se depositaban las esperanzas de estabilidad económica, reclamando en algún otro lugar indefinido la resolución de los problemas de desempleo e inseguridad social. Esta situación demuestra que todavía la sociedad vinculaba a la eficacia económica con su aprecio por el sistema político.

De hecho el gobierno de Fernando De la Rúa no significó en realidad ningún tipo de cambio. No se produjeron variaciones en el rumbo económico, ni político ni social. Lo que aconteció fue una lucha intestina por el poder del gobierno entre los distintos sectores de la Alianza, provocando con la inacción un desgobierno o anarquía en cada uno de los sectores donde la política era cada vez más interpelada en términos de eficacia. Justamente, la ineficacia sostenida trajo consigo una crisis de gobernabilidad que terminó fagocitando la legitimidad del último gobierno elegido de modo ininterrumpido desde que se iniciara el período democrático.

· Algunas conclusiones:

En este contexto es importante apuntar algunas observaciones. El final de esta etapa demostró la peligrosa ecuación que se conformó entre democracia y eficacia. Se ha demostrado que existe una fuerte relación entre el desempeño económico de los gobiernos y la manera como los ciudadanos aprecian la democracia; la democracia y su satisfacción son casi sinónimos de aprobación de gobierno. Así, el problema de la democracia es que la población no logra distinguir qué corresponde al desempeño del orden político y qué se debe atribuir al gobierno de turno (Encuesta Latinobarómetro, 2001: 2-3).

Esta relación parece demostrar que luego de establecida la nueva estructura social democrática, el sistema no fue capaz de mantener las esperanzas de los grupos principales sobre el pilar de la eficacia por un período lo suficientemente largo para desarrollar la legitimidad sobre las nuevas bases, lo cual constituyó la emergencia de una crisis. Más aún, como se planteó en el inicio del trabajo, el fin de esta etapa (2001) implicó un derrumbamiento de la eficacia de manera permanente, lo que puso en peligro hasta la estabilidad del sistema legítimo (S. Lipset, 1981: 67-70). Todo esto significó la imposibilidad del logro de la autonomización normativa de la democracia, es decir, no se consolidó el compromiso democrático por lo que las mayorías no la aceptan incondicionalmente y, por ello, autonomizada de su eficacia (L. Bresser Pereira, J. Maravall y A. Przeworski, 1998: 93).
La última etapa, la década conocida como la del kirchnerismo en el poder (2003-2013) será objeto de una próxima fase de la investigación. Baste apuntar que prima facie consideramos que parecería todavía que en América Latina una parte de la sociedad sigue relacionando el desempeño de los distintos gobiernos en términos de políticas públicas eficaces con la prestación de legitimidad al sistema político
. En este sentido nos resultó muy adecuado el trabajo de Mayet (y otros, 2008) que vincula a la calidad de la democracia con la gobernabilidad propia de la gestión de Estado que se convierte “en un factor de legitimación del sistema (…) supone el traslado del mandato electoral a políticas concretas” (Ibidem: 3). El tema es que la calidad no debería depender de la eficacia de las políticas públicas sino del mayor cumplimiento de los requisitos de procedimiento y normativos que se cristalizan en las instituciones de la democracia a través del Estado de derecho. 
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��
	� Se entiende por actores estratégicos a aquellos grupos que cuentan con recursos de poder suficientes para socavar, cuestionar u obstaculizar las acciones de gobierno (M.Copeedge, 1994).


��
	� O´Donnell (1997) considera a la dimensión intertemporal como la expectativa generalizada de que el proceso electoral y las libertades contextuales se mantendrán en un futuro indefinido, siendo esta característica constituyente de las democracias consideradas “de mínima”.


��
	� Se entiende por neodecisionismo a “un modelo de decisión política fuertemente concentrado en la figura presidencial (…) Este nuevo decisionismo se instala con fuerza irresistible como concepción de la gobernabilidad asentada en las prerrogativas y la performance de un Ejecutivo decisor, que establece su supremacía indiscutida sobre los demás poderes como guardián del orden político y constitucional y gran y expeditivo reformador económico y administrativo”. (F.Bosoer y S.Leiras, 199:172).


��
	� Para el tratamiento de la persistencia de esta relación en América Latina, podemos citar a los distintos informes de Latinobarómetro que desde el año 2001 plantean esta vinculación, la cual fue fluctuando hasta reactualizar el tema. “Por primera vez desde la crisis asiática la satisfacción con la democracia cae a la par con la caída del PIB”. Informe Latinobarómetro 2011. � HYPERLINK "http://www.latinobarometro.com/"��www.latinobarometro.com�
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